
Juicio de amparo 973/2024-8.

En Zapopan, Jalisco, siendo las TRECE HORAS CON VEINTIDÓS 
MINUTOS DEL DIECIOCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL 
VEINTICUATRO, se procede a celebrar la audiencia constitucional en el 
presente juicio ante el Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa 
en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan, Rubén Olvera 
Arreola, asistido del Secretario Jorge Luis Beltrán Galaviz, quien autoriza 
y da fe; y se declara abierta sin la asistencia de las partes.

A continuación, el Secretario CERTIFICA: que en este momento se 
corroboró que no existen promociones que se hubieren presentado en esta 
fecha con anterioridad a la hora señalada para el desahogo de la audiencia 
que nos ocupa, por alguna de las partes que integran esta relación procesal 
ante este Órgano; ni de manera física o electrónica.

Entonces, el Secretario da cuenta con el escrito de demanda, auto 
admisorio y con los informes justificados. A lo anterior se acuerda: téngase 
por hecha la relación de constancias que antecede.

El Secretario da cuenta con el estado procesal que guardan los autos.

Al respecto se provee: de un análisis del mismo, se advierte que 
mediante proveído de trece de noviembre pasado, se dio vista a la parte 
quejosa con el informe justificado, para que en el plazo de quince días 
manifestara si deseaba ampliar su demanda de amparo; sin que a la fecha lo 
hubiese hecho.

Ahora bien, toda vez que la parte quejosa no se manifestó al respecto, 
no obstante estar debidamente notificada para ello el veintiuno de 
noviembre último; se hace efectivo el apercibimiento contenido en el citado 
auto, y se le tiene por desinteresada de formular la ampliación de la 
demanda de amparo, por lo que se continuará la tramitación del juicio 
únicamente con los actos y autoridades reconocidos en autos, así como los 
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conceptos de violación expresados inicialmente.

Enseguida, con fundamento en el artículo 124 de la Ley de Amparo, 
se abre la etapa probatoria teniéndose como tales a las allegadas por las 
partes. Por lo que no existiendo otras pruebas que recibir o tener por 
desahogadas, se cierra esta etapa y se pasa a la de alegatos.

Abierta la etapa de alegatos, sin que haya lugar a tener como tales, 
con motivo a la inexistencia de algunos que hubieren hecho valer las partes. 
Por otro lado, sin que exista pedimento de la Agente del Ministerio Público 
Federal de la adscripción y al no existir más alegatos por reproducir, se 
cierra este periodo. Acto continuo se dictará el fallo que corresponda. 

Sentencia que pronuncia el Juez Segundo de Distrito en Materia 
Administrativa en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan: 

(1) Vistos, para resolver los autos que integran el juicio de amparo indirecto 
número 973/2024, promovido por el  ******* **** ** 
********** ******** ** ** ******* ** ******* 
*******, por conducto de su representante legal (Directora General) 
****** ****** ****** *********, contra actos de autoridades; y 

(2) Resultando

1. Por escrito presentado el dos de agosto de dos mil veinticuatro en el 
respectivo buzón judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los 
Juzgados de Distrito en el Estado de Jalisco, el  ******* **** ** 
********** ******** ** ** ******* ** ******* 
*******, por conducto de su representante legal (Directora General) 
****** ****** ****** *********, por su propio derecho, demandó el amparo 
y protección de la Justicia Federal contra actos del Pleno y Secretaría 
Ejecutiva, ambas del Instituto de Transparencia, Información Pública y 
Protección de Datos Personales, así como de la Secretaría de la 
Hacienda Pública, totalidad de autoridades del Estado de Jalisco; 
consistentes en:
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“Determinación”.

2. Mediante proveído originado el trece de agosto siguiente, se registró 
con el número 1645/2024 del orden del entonces Juzgado Cuarto de Distrito 
en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en Estado de Jalisco y se 
admitió la demanda de amparo, se solicitó a las autoridades responsables su 
informe justificado y se dio la intervención legal que compete a la Agente 
del Ministerio Público de la Federación de la adscripción.

De conformidad con el “ACUERDO GENERAL 8/2024 DEL 
PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, 
RELATIVO AL CAMBIO DE DENOMINACIÓN DE LOS JUZGADOS 
SÉPTIMO, OCTAVO, NOVENO, DÉCIMO, DECIMOPRIMERO Y 
DECIMOSEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIAS 
ADMINISTRATIVA, CIVIL Y DE TRABAJO, CON RESIDENCIA EN 
ZAPOPAN Y JUZGADOS PRIMERO Y OCTAVO DE DISTRITO DE 
AMPARO EN MATERIA PENAL, UNO CON RESIDENCIA EN 
ZAPOPAN Y OTRO CON SEDE EN PUENTE GRANDE, TODOS EN 
EL ESTADO DE JALISCO, E INICIO DE FUNCIONES COMO 
JUZGADOS PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, 
SEXTO, SÉPTIMO Y OCTAVO DE DISTRITO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA EN EL MISMO ESTADO, LOS PRIMEROS 
SIETE CON RESIDENCIA EN ZAPOPAN Y EL ÚLTIMO CON SEDE 
EN PUENTE GRANDE, RESPECTIVAMENTE; ASÍ COMO SU 
COMPETENCIA, JURISDICCIÓN TERRITORIAL, DOMICILIO, 
REGLAS DE TURNO, SISTEMA DE RECEPCIÓN Y DISTRIBUCIÓN 
DE ASUNTOS”; publicado en el Diario Oficial de la Federación el once de 
octubre de dos mil veinticuatro, se hizo del conocimiento de las partes que 
el expediente número 1645/2023 del orden del entonces Juzgado Cuarto  de 
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en Estado de 
Jalisco, se radicaba bajo número 973/2024 del índice de este Juzgado 
Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Jalisco. 
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3. Finalmente, se fijó día y hora para llevar a cabo la audiencia 
constitucional, misma que se celebró según consta en términos del acta que 
antecede.

(3) Considerando 

1. Este Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el 
Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan, es legalmente competente 
para resolver la presente acción de amparo, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 103, fracción I, y 107, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos  Mexicanos, 1°, fracción I, 35, 
37, 128 y 144 de la Ley de Amparo, 57 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación y el Acuerdo General 3/2013 modificado por el 
diverso 8/2013, ambos del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativos a la determinación de número y límites territoriales de los circuitos 
en que se divide la República Mexicana, al número, a la jurisdicción 
territorial, y especialización por materia de los Tribunales Colegiados y 
Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito; y, “ACUERDO 
GENERAL 8/2024 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL, RELATIVO AL CAMBIO DE DENOMINACIÓN DE LOS 
JUZGADOS SÉPTIMO, OCTAVO, NOVENO, DÉCIMO, 
DECIMOPRIMERO Y DECIMOSEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIAS 
ADMINISTRATIVA, CIVIL Y DE TRABAJO, CON RESIDENCIA EN 
ZAPOPAN Y JUZGADOS PRIMERO Y OCTAVO DE DISTRITO DE 
AMPARO EN MATERIA PENAL, UNO CON RESIDENCIA EN ZAPOPAN 
Y OTRO CON SEDE EN PUENTE GRANDE, TODOS EN EL ESTADO DE 
JALISCO, E INICIO DE FUNCIONES COMO JUZGADOS PRIMERO, 
SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO, SÉPTIMO Y 
OCTAVO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA EN EL 
MISMO ESTADO, LOS PRIMEROS SIETE CON RESIDENCIA EN 
ZAPOPAN Y EL ÚLTIMO CON SEDE EN PUENTE GRANDE, 
RESPECTIVAMENTE; ASÍ COMO SU COMPETENCIA, JURISDICCIÓN 
TERRITORIAL, DOMICILIO, REGLAS DE TURNO, SISTEMA DE 
RECEPCIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ASUNTOS”.
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Toda vez que se reclaman actos de autoridades que se encuentran 
dentro de la circunscripción territorial en la cual este órgano de control 
constitucional ejerce jurisdicción.

2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 74, fracción I, de la 
Ley de Amparo, se procede a la fijación clara y precisa de los actos 
reclamados en el presente juicio constitucional. En ese sentido se ha 
pronunciado el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
jurisprudencia P./J. 40/2000, con número de registro 192097, de rubro: 
“DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU 
INTEGRIDAD”; así como en tesis número P.VI/2004, número de registro 
181810, de la voz: “ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU 
FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO”.

Ahora, de la lectura integral de la acción de amparo se advierte que se 
reclama en autos del recurso de revisión 6151/2023, las actuaciones:

a) El emplazamiento y/o llamamiento practicado en cumplimiento 
a lo determinado el uno de noviembre de dos mil veintitrés.  
b) En vía de consecuencia y/o vinculación de causalidad jurídica a 
lo anterior, los acuerdos, mandamientos y actuaciones posteriores.
c) Su ejecución.

Cabe precisar, que el señalamiento de actos reclamados a las 
autoridades responsables se hizo bajo el argumento de que la parte quejosa 
era tercero extraño –por equiparación- al procedimiento administrativo 
natural; toda vez, que argumenta se le ocasionan daños de imposible 
reparación al no haber sido llamado al mismo. 

3. Sigue verificar la certeza o inexistencia de los actos reclamados, en 
términos de la fracción I del artículo 74 de la Ley de Amparo. Es aplicable 
la jurisprudencia XVII.2º. J/10, con número de registro 212775, sustentada 
por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, de rótulo 
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“ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O INEXISTENCIA DE LOS. 
TÉCNICA EN EL JUICIO DE AMPARO”.

No son ciertos los actos referidos en el inciso c) del pasado 
considerando 2 y reclamado  de la Secretaría de la Hacienda Pública del 
Estado de Jalisco; pues así lo manifestó al rendir su respectivo informe 
justificado. Lo anterior, dado que la parte accionante de amparo no logró 
desvirtuar dicha negativa, pues no allegó medio de convicción tendente en 
acreditar su certeza. Son aplicables las tesis: 

“INFORME JUSTIFICADO. NEGATIVA DE LOS ACTOS 
ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES. Si las responsables niegan 
los actos que se les atribuyen, y los quejosos no desvirtúan esta 
negativa, procede el sobreseimiento, en los términos de la fracción 
IV del artículo 74 de la Ley de Amparo”.

(Época: Sexta Época. Registro: 804176. Instancia: Pleno. Tipo de 
Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Volumen XLIII, Primera Parte. Materia(s): Común. Página: 181). 

“PRUEBA, CARGA DE LA. RECAE EN EL QUEJOSO ANTE LA 
NEGATIVA QUE DE LOS ACTOS RECLAMADOS HAGAN LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES AL RENDIR SU INFORME 
JUSTIFICADO. La obligación que impone el artículo 149 de la Ley 
de Amparo, en el sentido de que las autoridades responsables, al 
rendir sus informes justificados, deben explicar las razones y 
fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la 
constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia en el 
juicio y acompañar, en su caso, copia certificada de las constancias 
necesarias para apoyarlo, sólo cobra vigencia cuando tales 
documentales sean "necesarias para apoyar dicho informe", en el 
que las autoridades admiten su existencia y aducen su legalidad, mas 
no cuando esas autoridades negaron, categóricamente, el acto que se 
les imputa, pues en tal supuesto, el Juez de Distrito no está en aptitud 
de analizar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de este 
último, quedando a cargo del quejoso aportar al juicio de garantías, 
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en primer lugar, los medios de prueba tendientes a demostrar la 
certeza del acto de que se trata y luego aquellas encaminadas a 
justificar los datos, motivos y fundamentos en que se basa para decir 
que es ilegal; de ahí que si la autoridad responsable deja de remitir 
con su informe justificado las constancias respectivas, ello sólo da 
pauta a que se haga merecedora de una multa, pero de ninguna 
manera releva al quejoso de la carga de desvirtuar la negativa que 
del acto reclamado hagan las autoridades responsables y, en esa 
hipótesis, de demostrar la inconstitucionalidad del mismo”.

(Época: Novena Época. Registro: 187728. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Febrero de 2002. 
Materia(s): Común. Tesis: VI.2o.A.4 K. Página: 903).

En consecuencia, dado que la negativa informada por la citada 
autoridad responsable no fue desvirtuada por la parte quejosa ni demostrado 
en el cuaderno de amparo, con evidencia alguna, tanto la existencia del acto 
reclamado como la intervención de la aludida autoridad responsable; por 
tanto, resulta procedente SOBRESEER en el juicio constitucional, con 
apoyo en lo dispuesto por el artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo. 
Apoya lo anterior, la tesis de jurisprudencia siguiente: 

“INFORME JUSTIFICADO. NEGATIVA DE LOS ACTOS 
ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES. Si las responsables niegan 
los actos que se les atribuyen, y los quejosos no desvirtúan esta 
negativa, procede el sobreseimiento, en los términos de la fracción IV 
del artículo 74 de la Ley de Amparo”.

(Época: Octava Época. Registro: 210529. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación. Tomo XIV, Septiembre de 1994. 
Materia(s): Común. Tesis: XXI. 1o. 102 K. Página: 349).
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En tales condiciones, toda vez que el sobreseimiento decretado 
impide el estudio de las cuestiones de fondo de la litis constitucional, 
resulta innecesario el análisis de los conceptos de violación respectivos; lo 
anterior con fundamento en la jurisprudencia 509 sustentada por la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, número de registro 
394465, de rubro: “SOBRESEIMIENTO. NO PERMITE ENTRAR AL 
ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO”. 

4. Son ciertos los restantes actos reclamados de las autoridades 
responsables subsistentes.

Toda vez, que así lo confesaron al rendir su respectivo informe 
justificado. Manifestación, que constituye una confesión expresa que resulta 
admisible en el juicio de amparo y que goza de valor probatorio pleno de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 199 y 200 del aludido 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria.

Certeza, que incluso se encuentra robustecida con las actuaciones que 
fueron vinculadas. Documentales que merecen valor probatorio pleno de 
conformidad con los artículos 129 y 202 del Código Federal de 
Procedimiento Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por 
haber sido expedidas por una autoridad en ejercicio de sus funciones.

5. Previo al estudio del fondo del juicio de amparo, es obligado el 
examen de las causales de improcedencia por ser una cuestión de orden 
público y de estudio preferente conforme al artículo 62 de la Ley de 
Amparo.

Sin que en el particular se advierta la actualización de alguna que 
resulte de una disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos o por la Ley de Amparo; por tanto, se procede al estudio de 
fondo.

6. La presentación de las demandas resultó oportuna.
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El plazo previsto en el artículo 17 de la Ley de Amparo, transcurrió 
del quince de julio al dos de agosto de dos mil veinticuatro; en tanto que la 
demanda de amparo fue presentada el propio dos de agosto anterior.

Lo anterior, ya que la parte quejosa tuvo conocimiento de los actos 
reclamados el doce de julio de la presente anualidad.

Entonces conforme al artículo 18 de la Ley de Amparo, el término 
comenzó el día hábil siguiente y del plazo deben descontare los días veinte, 
veintiuno, veintisiete y veintiocho de julio último; lo anterior, al ser 
sábados, domingos o días inhábiles, atento a lo dispuesto en el artículo 19 
de la Ley de Amparo. 

7. Por razón de técnica, de manera primigenia se analizará la 
constitucionalidad del acto delimitado bajo el anterior inciso a) del pasado 
considerando 2, reclamado de las correspondientes funcionarios adscritos al 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco.

No habrán de reproducirse los conceptos de violación, al no ser una 
exigencia legal su transcripción, tal como lo estima la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, 
con número de registro 164618, de título: “CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS 
DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE 
AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”.

El estudio de los conceptos de violación hechos valer, se efectuará en 
un orden distinto al propuesto, o en su caso, en conjunto; ello, con 
fundamento en el artículo 76 de la Ley de Amparo, así como en la 
jurisprudencia VI.2o.C. J/304 sustentada por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, número de registro 167961, 
de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE 
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SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR 
GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO”.

Resulta pertinente precisar, que procede la suplencia de la deficiencia 
de la queja de acuerdo al artículo 79 de la Ley de Amparo. Toda vez, que 
como lo refiere dicho numeral, ésta aplica en materias distintas a la penal, 
agraria y laboral, cuando se advierta que ha habido en contra de la parte 
quejosa una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa; 
lo anterior con fundamento en la jurisprudencia P./J. 149/2000, sustentada 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, número de 
registro 190656, de rubro: “SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA 
QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL, MERCANTIL Y 
ADMINISTRATIVA. PROCEDE RESPECTO DE LA FALTA O DEL 
ILEGAL EMPLAZAMIENTO DEL DEMANDADO AL JUICIO 
NATURAL”. 

Máxime si se atiende al principio pro homine que dispone el artículo 
1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
están obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos establecidos en aquélla y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, interpretando las normas relativas a esos 
derechos de conformidad con dichos ordenamientos (principio de 
interpretación conforme) favoreciendo en todo tiempo a las personas con 
la protección más amplia. Lo anterior con fundamento en la jurisprudencia 
XXVII.1o.(VIII Región) J/3 (10a.), sustentada por Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, número de 
registro 2003160, de rubro: “SUPLENCIA DE LA QUEJA 
DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS”.

Uno de los conceptos de violación hechos valer es fundado y 
suficiente para conceder el amparo solicitado, resultando innecesario el 
estudio de los restantes.
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Se alega que el emplazamiento y/o llamamiento practicado en contra 
de la parte quejosa es ilegal, ya que el acta en donde se encuentra 
consignado no cumple con los requisitos legales correspondientes; lo cual, 
le privó efectivizar su derecho fundamental de audiencia y defensa 
consagrado en el artículo 14 Constitucional.

Lo anterior, es fundado.

El párrafo segundo del artículo 14 Constitucional dispone: 

“Artículo 14. Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido 
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 
las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes 
expedidas con anterioridad al hecho”.

De acuerdo con lo anterior, el señalado numeral contiene cuatro 
derechos de seguridad jurídica, a saber: 1) la de irretroactividad de la ley; 2) 
la de audiencia; 3) la de legalidad en materia penal; y, 4) la de legalidad en 
el campo civil.

En su segundo párrafo, se protege a los gobernados en el goce de la 
libertad, la propiedad, la posesión, y los demás derechos sustantivos, frente 
a los posibles actos de privación provenientes de las autoridades, mediante 
un conjunto de derechos.

Una de ellos, es la de audiencia previa, que consiste en la concesión 
de una amplia y adecuada oportunidad de defensa, antes de emitir el acto 
privativo, y se integra esencialmente por cuatro principios jurídicos que 
comprenden cuatro derechos específicos de seguridad jurídica, 
necesariamente concurrentes, y que son: 

-) El juicio previo al acto de privación; 
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-) Que el mismo se siga ante tribunales previamente establecidos; 

-) El cumplimiento de las formalidades procesales esenciales; y 

-) La decisión jurisdiccional ajustada a leyes vigentes con antelación 
a la causa que origina el juicio.

Conformándose al derecho de audiencia, mediante la concurrencia 
indispensable de los cuatro principios específicos, por lo que es evidente 
que aquél es susceptible de contravenirse al violarse una sola, de manera tal, 
que la íntima articulación que existe entre tales principios impone la 
necesidad, por propio mandato constitucional, de reparar la esfera jurídica 
que así hubiere sido vulnerada, en protección a los derechos públicos 
subjetivos del gobernado.

En tanto, las formalidades esenciales del procedimiento se integran 
por:

I) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias.

II) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se 
finque la defensa.

III) La oportunidad de alegar.

IV) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas.

Sirve de fundamento a lo anterior, la jurisprudencia:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 
SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA 
DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de 
audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en 
otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto 
privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su 
debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la 
de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades 
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esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias 
para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y 
que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) 
La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) 
La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque 
la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una 
resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse 
estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de 
audiencia, que es evitar la indefensión del afectado”.

(Época: Novena Época, Registro: 200234, Instancia: Pleno, Tipo de 
Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Tomo II, Diciembre de 1995, Materia(s): 
Constitucional, Común, Tesis: P./J. 47/95, Página: 133). 

Por tanto, el derecho de audiencia establecido por el artículo 14 
Constitucional busca salvaguardar el derecho de defensa del gobernado 
frente a los actos privativos de derechos.

En concordancia con lo anterior, el conocimiento del inicio del 
procedimiento, su fundamento y sus consecuencias constituye uno de los 
presupuestos de la defensa adecuada que integran el derecho de audiencia, 
ya que sólo a través de dicha formalidad el gobernado está en aptitud de 
controvertir el acto privativo y permite que pueda ser efectiva la 
oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque su defensa, 
así como el permitir formular las alegaciones que considere necesarias.

Luego, el conocimiento completo de las pruebas y hechos en que se 
funde el procedimiento presupuesto de un acto privativo, es necesario para 
el respeto del derecho de audiencia, dado que de otra manera el gobernado 
no estaría en posibilidad de defender adecuadamente sus intereses en 
términos del artículo 14 Constitucional, al no saber el sustento de las 
pretensiones en su contra.
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Por su parte, el artículo 100, numeral 2, de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, así 
como del dispositivo legal 105 de su Reglamento, disponen:

“Artículo 100. El Recurso de Revisión - Contestación

[…]

2. El Instituto debe notificar al sujeto obligado y, en su caso, al 
tercero afectado, el recurso de revisión, dentro de los dos días 
hábiles siguientes a su admisión”.

“Artículo 105. Las notificaciones que deban practicar el Instituto y 
los sujetos obligados podrán hacerse mediante las siguientes vías:

I. Por vía electrónica, a solicitantes, recurrentes y sujetos obligados 
cuando hayan designado dirección de correo electrónico o hayan 
realizado sus trámites mediante algún sistema electrónico validado 
por el Instituto;

II. Personales, por los solicitantes y recurrentes, cuando no hayan 
designado una dirección de correo electrónico, mismas que habrán 
de practicarse de acuerdo a las formalidades previstas por la Ley del 
Procedimiento Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios 
en su Sección Segunda, Título Primero, Capítulo VIII;

III. Por oficio, a los Sujetos Obligados, cuando éstos no hayan 
designado una dirección de correo electrónico;

IV. Por correo certificado tanto a particulares como a sujetos 
obligados en caso de no contar con correo electrónico registrado o 
cuando no se hubiere designado domicilio para recibir notificaciones 
en el Área Metropolitana de Guadalajara; y

V. Por lista, cuando no haya sido posible realizar las notificaciones 
mediante alguna de las vías señaladas anteriormente o según se 
desprenda de la naturaleza del acto a notificar”.
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De su contenido se obtiene, en lo que aquí interesa, que el Instituto 
debe notificar al sujeto obligado el recurso de revisión; asimismo, que las 
notificaciones que debe practicar el Instituto deberán hacerse mediante 
oficio cuando el sujeto obligado no haya designado una dirección de correo 
electrónico y, al haber designado este último, en forma electrónica.

Ahora, de las constancias relativas al emplazamiento y/o llamamiento 
que en esta vía se combate, remitidas por las autoridades responsables en 
apoyo a su informe justificado, mismas que son merecedoras de valor 
probatorio pleno de conformidad con el artículo 202 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, se 
advierte que la autoridad responsable al materializarlo en contra de la parte 
quejosa, omitió colmar los supuestos legales correspondientes.

Tan es así, que vía la determinación emitida el uno de noviembre de 
dos mil veintitrés (en cuyo cumplimiento se emplazó y/o llamó a la parte 
quejosa), el Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Jalisco estimó requerir a la parte quejosa 
como sujeto obligado a efecto de que en cierto término, señalara correo 
electrónico a efecto de recibir notificaciones; resolución, que se ordenó 
notificar en los medios legales previstos en el artículo 100, numeral 2, de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Jalisco y sus Municipios; lo cual, aconteció de manera electrónica en la 
“Plataforma Nacional de Transparencia”.

Esto es, no se efectivizó la obligación legalmente prevista, en el caso, 
que la primer notificación debió materializarse vía oficio, no así de manera 
electrónica en la “Plataforma Nacional de Transparencia”, con motivo a 
que la parte quejosa no había designado correo electrónico. 

Tan no había efectuado esto último (designación de correo 
electrónico), que precisamente vía la resolución emitida el uno de 
noviembre de dos mil veintitrés (en cuyo cumplimiento se emplazó y/o 
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llamó a la parte quejosa) en autos del recurso de revisión 6151/2023 del 
índice del Instituto responsable, fue cuando se emitió requerimiento en 
contra de la parte quejosa a fin de lograrlo.   

En consecuencia, resulta ilegal el emplazamiento y/o llamamiento 
reclamado, pues adolece de requisitos legales; lo cual, contravino en 
perjuicio de la parte quejosa, los derechos de audiencia y del debido 
proceso tuteladas por el artículo 14 Constitucional. 

Por tanto, con fundamento en el artículo 73 de la Ley de Amparo, 
procede CONCEDER el amparo y protección de la Justicia Federal para el 
efecto de que las autoridades responsables dejen insubsistente el 
emplazamiento y/o llamamiento de la parte quejosa como sujeto obligado, 
así como todo lo actuado con posterioridad. Lo anterior, con fundamento en 
las razones que informa la jurisprudencia:

“SENTENCIA DE AMPARO. NO EXISTE EXCESO EN SU 
CUMPLIMIENTO CUANDO EL EFECTO DE LA CONCESIÓN 
FUE EMPLAZAR A LA PARTE DEMANDADA Y DEJAR 
INSUBSISTENTE TODO LO ACTUADO A PARTIR DE ESA 
DILIGENCIA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENA 
RESTITUIR AL DEMANDADO LA POSESIÓN DE UN 
INMUEBLE, AUNQUE ELLO NO FUE MATERIA DE 
PRONUNCIAMIENTO EXPRESO EN LA EJECUTORIA DE 
GARANTÍAS. Cuando se otorga la protección constitucional por la 
falta o el indebido emplazamiento al juicio del demandado y como 
consecuencia se ordena dejar insubsistente todo lo actuado en el 
juicio natural a partir de esa diligencia, deben dejarse sin efectos 
todos los actos procesales realizados durante el procedimiento, no 
sólo hasta el dictado de la sentencia definitiva, sino también los 
efectuados en la etapa de ejecución, lo que incluye el remate y las 
adjudicaciones que pudieran haberse llevado a cabo. En ese tenor, si 
la autoridad responsable, al dar cumplimiento a la sentencia de 
amparo, ordena restituir al demandado en la posesión de un 
inmueble que ya había sido rematado y adjudicado a la parte actora, 
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e incluso transmitido a un tercero, no incurre en exceso en el 
cumplimiento de la ejecutoria de amparo, aun cuando ello no se haya 
establecido expresamente en la resolución, pues esa determinación 
obedece a las consecuencias lógico-jurídicas de dicha ejecutoria de 
garantías, siendo innecesario que en el fallo constitucional se 
mencionen específicamente todos los actos que deben quedar 
insubsistentes, ya que la expresión "todo lo actuado" abarca 
cualquier diligencia o actuación llevada a cabo en el 
procedimiento”.

(Época: Novena Época, Registro: 162282, Instancia: Primera Sala, 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Abril de 2011, Materia(s): 
Común, Tesis: 1a./J. 112/2010, Página: 286).

Concesión, que deberá hacerse extensivo a los actos precisados bajo 
el inciso b) del pasado considerando 2, reclamados del Pleno del Instituto 
de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco; toda vez, que su impugnación se hizo en vía de 
consecuencia y/o vinculación de causalidad jurídica al emplazamiento 
establecido bajo el diverso inciso a).

Tan fue así, que tal reclamo no lo fue de manera autónoma al no 
hacerse valer en su contra algún vicio de legalidad y/o constitucionalidad 
destacada, sino que lo fue bajo una vinculación de causalidad jurídica.

Anterior interpretación, que también tiene apoyo en los principios de 
la indivisibilidad de la demanda, de concentración, y de expeditez o 
celeridad del procedimiento, establecidos en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque los actos 
fueron reclamados con una vinculación estrecha y forman una unidad que 
no es jurídicamente conveniente desmembrar para no romper la continencia 
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de la causa. Lo anterior con fundamento en las razones que informa la 
jurisprudencia:

“AMPARO DIRECTO ADMINISTRATIVO. PUEDEN 
SEÑALARSE COMO RESPONSABLES LAS AUTORIDADES 
DEMANDADAS, CUANDO EL AMPARO EN SU CONTRA NO 
SE PROMUEVE POR VICIOS PROPIOS. De una interpretación 
sistemática de los artículos 107, fracciones III, V y VI, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 158 de la 
Ley de Amparo, se advierte que el ejercicio de la acción 
constitucional en la vía uniinstancial, permite al quejoso impugnar 
la constitucionalidad de los actos de ejecución exclusivamente en vía 
de consecuencia, es decir, por considerar inconstitucional la 
resolución que pone fin al juicio, la sentencia definitiva o laudo 
reclamados, ya que la vinculación de causalidad jurídica tan 
estrecha que existe entre éstos y su ejecución, llevan a estimar que 
en el juicio de amparo directo sí pueden señalarse como 
responsables a las autoridades ejecutoras, puesto que la declaración 
de ser contrarios a la Carta Magna los actos de los tribunales de 
que se trata, igualmente comprenderá los actos de ejecución, pues 
serán frutos de actos viciados; interpretación que tiene apoyo 
también en los principios de la indivisibilidad de la demanda, de 
concentración, y de expeditez o celeridad del procedimiento, 
establecidos en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque los actos reclamados se 
encuentran vinculados estrechamente y forman una unidad que no es 
jurídicamente conveniente desmembrar para no romper la 
continencia de la causa, además de que el procedimiento del amparo 
directo permite llevar a cabo, dentro de un mínimo de actos 
procesales, todas las determinaciones necesarias para resolver en 
forma integral la solicitud del quejoso con el propósito de obtener la 
protección de la Justicia Federal; en caso contrario, se establecería 
la procedencia de las dos vías de impugnación a través del juicio de 
amparo: la del directo y la del indirecto, para el conocimiento y 
resolución de actos que guardan tal dependencia que lo que se 
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resuelva respecto de uno tiene que resolverse igualmente por lo que 
toca al otro, de modo que el Juez de Distrito no podría decidir algo 
distinto a lo resuelto por el Tribunal Colegiado de Circuito o la 
Suprema Corte de Justicia, en su caso, y a pesar de esa 
circunstancia se vería constreñido a observar los trámites previstos 
para la sustanciación del juicio de amparo indirecto, con el 
consiguiente retardo en la solución integral de la controversia 
planteada. Da igualmente apoyo a la anterior interpretación, el 
contenido de la fracción III del artículo 166 de la Ley de Amparo, 
que dice: "La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en 
la que se expresarán: ... III. La autoridad o autoridades 
responsables; ...", expresión que, al estar empleada también en 
plural, es indicativa de que la ley de la materia no limita el 
señalamiento de autoridades a sólo la que emitió el laudo, sentencia 
o resolución definitivos, sino también permite la designación de la 
autoridad a quien se atribuye la ejecución de la misma, máxime que 
la Ley de Amparo, en el artículo 11, dispone: "Es autoridad 
responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata 
de ejecutar la ley o el acto reclamado.". No es obstáculo a la 
consideración anterior el criterio jurisprudencial visible en la 
página seiscientos cincuenta y uno del Tomo I de la obra 
"Jurisprudencia por Contradicción de Tesis", de rubro: 
"SUSPENSIÓN EN EL AMPARO INDIRECTO. PARA 
CONCEDERLA RESPECTO DE UNA RESOLUCIÓN NO ES 
NECESARIO QUE SE SEÑALE COMO RESPONSABLE A LA 
AUTORIDAD ENCARGADA DE LLEVAR A CABO SU 
EJECUCIÓN.", porque esta jurisprudencia únicamente significa 
que no existe obligación de señalar a las autoridades ejecutoras 
pues, aun cuando no se haga, de todas formas los actos de ejecución 
deben suspenderse; mas no puede derivarse de la misma el que si se 
señalan a las autoridades ejecutoras en el amparo directo éste sea 
improcedente, pues la procedencia del juicio de amparo directo se 
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rige por principios independientes al trámite del incidente de 
suspensión”.

(Época: Novena Época, Registro: 197275, Instancia: Segunda Sala, 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo VI, Diciembre de 1997, Materia(s): 
Administrativa, Tesis: 2a./J. 63/97, Página: 295).

También lo será, a los actos de ejecución establecidos bajo el distinto 
inciso c) del aludido considerando 2 atribuidos a la Secretaría Ejecutiva del 
Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco, por no atribuírsele vicios propios y al ser 
una consecuencia de los reprochados a las autoridades mencionadas líneas 
arriba; lo anterior, con fundamento en la jurisprudencia 105, aplicable a 
contrario sensu, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número de registro 394061, de rubro: 
“AUTORIDADES EJECUTORAS. NEGACIÓN DE AMPARO CONTRA 
ORDENADORAS”.  

En tales condiciones, al resultar fundado el indicado concepto de 
violación, resulta innecesario entrar al estudio de los restantes; ya que la 
parte quejosa no obtendría un mayor beneficio que el alcanzado, por lo que 
a nada práctico conduciría ese análisis. Lo anterior con fundamento en la 
jurisprudencia sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN 
AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU 
CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR 
BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE 
AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA 
ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE 
REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES”.

(4) Puntos resolutivos

Por lo expuesto y fundado se resuelve:
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1. Se SOBRESEE en el juicio de amparo indirecto por lo que ve al acto 
reclamado de la autoridad responsable que quedaron precisadas en el 
considerandos 3 de esta resolución.

1. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE al  ******* 
**** ** ********** ******** ** ** ******* ** 
******* ******* contra los actos reclamados de los respectivos 
funcionarios adscritos al Instituto de Transparencia, Información Pública y 
Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco; mismos que se 
precisaron en el considerando 2 de esta sentencia y para los efectos 
indicados en el 7.

NOTIFÍQUESE.

Así lo resuelve y firma el Juez Segundo de Distrito en Materia 
Administrativa en el Estado de Jalisco, con residencia en Zapopan, Rubén 
Olvera Arreola, ante el Secretario Jorge Luis Beltrán Galaviz, quien 
autoriza y da fe, la que se emite en la hora que se advierte en la evidencia 
criptográfica respectiva, toda vez que así lo permitieron las labores del 
juzgado.
JLBG

18647, 18648 y 18649
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Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 202146917

Datos estampillados: x/oSA+QZRV3VRKSVMxYPm4qGbhs=
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FIRMANTE
Nombre: RUBEN OLVERA ARREOLA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.3d.05 Revocacion: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CMDX)

18/12/24 21:32:21 - 18/12/24 15:32:21 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

3e 3b 44 48 3c f0 5f 92 e8 42 60 d2 84 1a c2 59
e6 4f 8d 29 8f cc 00 35 c7 c4 0b 1d 3f 50 fb 52
c3 c0 fa 98 d7 6f 45 30 1f bc 13 8a 8a de a6 cf
9b 3e 42 7f d7 18 74 a3 1b e4 a3 45 82 9c 01 e6
58 3e 85 5a c1 4e 68 bc f6 9d 53 da 59 0a d9 01
ba a1 31 29 95 be 30 21 b4 fc 83 06 eb ec db da
d3 86 46 a4 00 ca bc 63 22 36 a1 dd ab 6f e1 d1
c3 bd 57 0e 0a a4 b5 bb 8e 66 81 13 26 18 03 81
29 8f b2 e5 15 5e ee df cf 5f 9c 29 97 93 fc ad
8d c7 45 d1 45 2a 75 ee 49 98 ac b4 e6 d7 86 40
d4 b5 10 16 15 d4 d7 9f 36 3f ad a7 9c ff b8 05
b7 02 17 ec b3 2d d0 16 c1 d0 f4 18 c0 8c 58 cf
77 97 00 4f aa ad 73 58 7f da f9 00 76 83 ef 36
1c b0 42 29 d1 b8 85 1d 11 64 9f e4 a8 10 33 3b
11 fb 30 9f 13 35 50 ef b5 0f ce ff 53 33 68 c2
97 23 a0 6b fd 3e c4 d6 9a d4 e2 08 9c 5f 51 1f

OCSP
Fecha: (UTC/ CMDX) 18/12/24 21:32:22 - 18/12/24 15:32:22

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Numero de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.3d.05

TSP
Fecha : (UTC/ CMDX) 18/12/24 21:32:22 - 18/12/24 15:32:22

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 202182980

Datos estampillados: heApUOBgrjaO5Wr8X0lxr4CSOEw=
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aEl licenciado(a) Jorge Luis BeltrÃn  Galaviz, hago constar y certifico que en

términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás conducentes en
lo relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra  en el
ordenamiento mencionado. Conste.


